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r e s ume
Desde la especialidad del denominado derecho de tierras o derecho agrario, 
la ciencia jurídica tiene en Colombia un gran reto para evitar los conflictos 
sociales que puedan surgir al distribuir la superficie territorial rural entre 
quienes la desean y están en condición para explotarla, por el incesante cre-
cimiento de la demanda de nuevas tierras disponibles para uso agrario o pe-
cuario, las necesidades también crecientes de recursos naturales no  renovables 
y la obligación constitucional de conservación natural para garantizar el 
desarrollo sostenible de la Nación. En otras palabras, es evidente que junto 
a la necesidad de garantizar la sostenibilidad alimentaria de la población, o 
satisfacer otras intenciones económicas que presionan la disponibilidad de 
más áreas para explotación, están la de conservar las áreas de especial impor-
tancia ecológica, y la de proteger y acrecentar el patrimonio público presente 
en el territorio. ¿Cómo hacer todo eso simultánea y jurídicamente posible?
Aunque en Colombia se dice frecuentemente que por diversas razones 
la tierra está inequitativamente distribuida, lo cierto es que la mayoría de 
ella está ocupada, bien porque quien la posee tiene títulos de dominio o 
propiedad privada sobre ella, o bien porque se ocupa y explota sin título 
ante el descuido de su propietario particular o estatal. Y es de esta última 
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situación que nos ocuparemos, pues la mayor preocupación de la sociedad 
debe ser cómo evitar la ocupación indebida de los bienes fiscales o estatales, 
y los bienes de uso público de propiedad de la Nación bajo administración 
del Estado, especialmente, en este último caso, los páramos, cuya estrategia 
ideal de conservación, por su inmensurable valor ecológico, es que deberían 
permanecer como baldíos para garantizar que nunca se ocupen o adjudiquen.
Actualmente los marcos normativos han sido desbordados en su propósito 
de proteger los bienes baldíos (por la necesidad de garantizar el desarrollo 
sostenible y al mismo tiempo de salvaguardar el patrimonio fiscal nacional), 
y algunas decisiones de las cortes, Constitucional y Suprema de Justicia, 
posiblemente sin que se lo propusieran, han acrecentado las posibilidades 
de que esto suceda bajo la sana intención de que las personas que los ocu-
pan no vean menoscabados sus derechos fundamentales. ¿Cómo evitarlo?
Paralelamente ha surgido un alto interés por proteger eficaz y efectiva-
mente ciertas áreas del territorio nacional, como los páramos, los santuarios 
de flora y fauna, y los parques nacionales naturales (los dos últimos ya in-
cluidas legalmente como áreas naturales protegidas), incluso de la actividad 
agropecuaria, para dedicarlos exclusivamente a la conservación natural, lo que 
disminuye las posibilidades de adjudicaciones administrativas por vía del desa-
rrollo agropecuario y la protección del hombre del campo, y al mismo tiempo, 
reservando bienes inmuebles como inventario del patrimonio nacional. Las 
fórmulas que se proponen para resolver esa situación y absolver las pregun-
tas anteriores parten tanto de claridades conceptuales como desde el sentido 
común, pilar fundamental de una política pública que concilie los intereses 
agropecuarios y ambientales que, descubrimos, están íntimamente ligados.
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a b s t rac t
From the specialty of Land Rights or Agrarian Law; the legal science has 
a great challenge in Colombia to avoid the social conflicts that may arise 
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when distributing the rural territorial surface among those who want it and 
are apt to exploit it, the incessant demand growth for new available land for 
agricultural or livestock exploitation, the growing needs of non-renewable 
natural resources and the constitutional obligation of natural conservation 
to guarantee the sustainable development of the Nation. In other words, it 
is evident that the need to guarantee food sustainability or in order to satisfy 
other economic intentions, put pressure on the availability of more areas for 
exploitation. There is also the need of preserve areas of special ecological 
importance and the protection and increase public patrimony that is in the 
territory. ¿How to do all this simultaneously and legally possible?
Although in Colombia it is frequently said that the land is unequally 
distributed, for various reasons, the truth is that most of it is occupied. Or 
because whoever owns it has titles of ownership or private property over it, 
or because it is occupied and exploited without title due to the carelessness 
of its private or state owner. And it is about this last situation that we will 
focus on; because society’s main concern must be how to avoid the illegal 
occupation of fiscal or state assets and public property owned by the Nation 
under State administration, and especially in the latter case, the moorland 
that should remain as wastelands to guarantee that they never remain oc-
cupy or adjudge like the ideal strategy of conservation by his immeasurable 
ecological value.
Currently the normative frameworks have been overwhelmed in their 
purpose of protecting vacant goods (for the needs of guaranteeing sustai-
nable development and at the same time safeguarding the national fiscal 
patrimony) and some decisions of the courts, Constitutional and Supreme 
Court, possibly without aiming for it, they have increased the possibilities 
of this happening under the healthy intention that the people who occupy 
them do not see their fundamental rights undermined. ¿How to avoid it?
At the same time, there has been high interest to effectively protect cer-
tain areas of the national territory, such as the moorland, the sanctuaries of 
flora and fauna, and national natural parks (the last two already legally inclu-
ded as protected natural areas), including agricultural activities to dedicate 
them exclusively to natural conservation which diminishes the possibilities 
of administrative adjudications by way of agricultural development and the 
protection of the rural man and at the same time, by reserving real estate 
as an inventory of the national patrimony. The formulas that are proposed 
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to solve this situation and to answer the previous questions start from con-
ceptual clarities and from common sense as a fundamental pillar of a public 
policy that reconciles the agricultural and environmental interests that, we 
discover, are intimately linked.
k ey  word s
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i  t roduc c i 
Entre tantas preocupaciones que asaltan al derecho de tierras se incluyen 
la identificación, la delimitación, la seguridad jurídica, la adjudicación y la 
administración de los bienes inmuebles baldíos. Aunque, como veremos, 
el derecho de tierras, también denominado común y ligeramente derecho 
agrario, no solo se ocupa de proteger al más débil en las relaciones de tenen-
cia de tierra y producción agraria1, sino de distribuir equitativamente las 
áreas nacionales para aumentar la producción agregada nacional. Incluso la 
adecuación y distribución de tierras para diversificar la producción agrícola 
será otra gran presión en la búsqueda de nuevas áreas rurales (Latorre, 218) 
para aumentar superficies y destinarlas a nuevos productos, o hallar luga-
res más adecuados para lo que se pretende. Y esas preocupaciones surgen 
por la cada día más fuerte necesidad de satisfacer las crecientes demandas 
de productos debida al aumento de la población, y de brindar seguridad 
jurídica al hombre del campo en lo que respecta a la tenencia de fundos, 
predios, fincas o haciendas, como poseedor con expectativa de propietario, 
1 Parágrafo 2, artículo 281 de la Ley 164 de 212: “En los procesos agrarios, los jueces 
aplicarán la ley sustancial teniendo en cuenta que el objeto de este tipo de procesos es 
conseguir la plena realización de la justicia en el campo en consonancia de los fines y 
principios generales del derecho agrario, especialmente el relativo a la protección del más 
débil en las relaciones de tenencia de tierra y producción agraria” (cursiva fuera de texto).
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como tenedor con expectativa de que se le adjudique un baldío, o como 
adquirente sin título clarificado y en registro inmobiliario.
Como nos circunscribiremos a los predios baldíos, una de las grandes 
cuestiones que debemos plantearnos dentro de las problemáticas que sur-
gen, es cómo se asegura la sociedad colombiana para que nunca se incluyan 
como adjudicables por el Estado esos predios cuando se hallen en áreas es-
tratégicas para los recursos hídricos, empezando por los páramos. No por-
que solo son riqueza ecológica de la Nación, sino porque es una estrategia 
eficaz para lograr los objetivos de la administración agropecuaria. Aunque 
somos partidarios de establecer la misma limitante en tratándose de par-
ques nacionales y de santuarios de flora y fauna, que se alinderen y reserven 
los derechos de dominio sobre páramos es un gran logro para el propósito 
nacional de conservación del recurso hídrico, pues se trata de asegurarlo 
para las necesidades del sector agropecuario, para recuperar realmente el 
medio ambiente nacional, y para conservar el patrimonio nacional. Cierta-
mente casi nadie menciona que al proteger áreas estratégicas ambientales se 
logrará, además, conservar bienes de alto y creciente valor como parte del 
inventario patrimonial del Estado, pues como administrador de la riqueza 
de la Nación (en este caso los pueblos colombianos) tiene el deber de con-
servarla, valorizarla y acrecentarla; al fin y al cabo constitucionalmente es 
un fin esencial mantener la integridad del territorio2.
Estamos convencidos de que, además, de llevarse a cabo este propósito 
se lograrán otros como externalidades positivas3. Por ejemplo, se presionará 
la clarificación e inventario de todos los predios nacionales (interesante sa-
ber si los títulos sobre terrenos de bajamar, aguas de bahías, playas y demás 
áreas marinas nacionales están clarificados suficientemente), se estimarán 
los valores comerciales y ambientales de dichas áreas, se dará un paso certero 
2 Constitución Política. “Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, 
promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos 
y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las de-
cisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la 
Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar 
la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo […]” (cursiva fuera de texto).
3 En relación con el concepto de externalidades positivas cfr. joseph e. stiglitz 
(2: 96).
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en la seguridad jurídica de los títulos y linderos de propiedades privadas y 
públicas, se tendrá un inventario claro de tierras disponibles para  actividades 
agropecuarias, se podrán estimar los crecimientos futuros de la frontera 
agrícola, se tendrán mejores bases para la formulación de políticas públi-
cas sectoriales y se sincerarán los debates relacionados con la protección y 
conservación de áreas reservadas por su valor ecosistémico.
Entonces, lo que propone de manera sucinta este artículo es redefinir 
el papel de los bienes baldíos; forzar su identificación, alinderamiento y 
clarificación jurídica de tenencia elevando a la categoría de área protegida a 
los páramos, excluyendo de ellos toda actividad antrópica incluso las agro-
pecuarias y aprovechando las precisiones desde la doctrina judicial sobre 
los baldíos para hacer efectiva la protección ambiental excluyendo de los 
páramos las actividades económicas haciéndolos realmente inadjudicables. 
Estamos convencidos de que la protección especial de las zonas de pára-
mos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de recarga de acuí-
feros, que está contenida como principio de la política nacional ambiental 
(art. 1.º, num. 4, Ley 99 de 1993), debe ser una realidad cuando se logre 
desarrollar la agenda que proponemos para los baldíos como elemento de 
ordenamiento del territorio, especialmente el rural, y un ajuste de la po-
lítica nacional de tierras. De contera, que en procesos de recuperación de 
cuerpos lacustres adjudicados otrora (como el caso que expondremos de 
la Laguna de Fúquene), y hoy protegidos como derechos adquiridos, tam-
bién se impida la adjudicación de predios baldíos si existen a su alrededor 
y son necesarios para recuperar áreas secadas, cubiertas antiguamente por 
aguas y necesarias para garantizar un medio ambiente adecuado para la vida 
sana del hombre pero también para garantizar el agua para la producción 
agropecuaria.
Las consideraciones para plantear lo dicho parten de claridades con-
ceptuales y desde el sentido común como pilar fundamental de una política 
pública, por lo que en este texto se sientan las bases de discusión. Advirtiendo 
que mucho de lo que aquí se dice no tendrá mayor soporte bibliográfico por 
ser opiniones y pareceres propios de la experiencia profesional del autor y 
de las conclusiones que saca de los estudios normativos sobre adjudicación 
de baldíos por vía administrativa, y de reconocimiento de la adquisición por 
prescripción por vía judicial.
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I .  p r e c i s i o e s  f udameta l e s
Una de las tareas más arduas para los estudiosos del derecho es definir, al 
menos para el propósito académico, las diversas figuras y denominaciones en 
las materias jurídicas. Incluso, como lo planteamos en reciente publicación 
de la Universidad Externado de Colombia, en la ausencia de definiciones 
de los términos básicos usados por el ordenamiento jurídico puede estar la 
causa de equivocadas interpretaciones (Cardona González, 217: 13). Por 
eso tal vez, casi todo lo que hemos escrito incluye un acápite de definiciones 
o nociones básicas que siempre permite delimitar la controversia planteada y 
cuidarnos de poner el contexto sobre el cual concluimos los temas tratados.
Las precisiones que hemos considerado útiles para el propósito señala-
do atrás, y el de delimitar el ámbito conceptual en el que desarrollaremos 
nuestros planteamientos sobre derecho de tierras, áreas baldías y áreas de 
páramos, y la relación entre estas dos últimas, las presentaremos en orden 
alfabético lo cual puede contradecir el lógico.
A .  ag ra r i o
Este término servirá para la descripción que más adelante haremos del 
derecho agrario, y mucho más, para cuando describamos el denominado 
derecho de tierras, al que hace referencia el libro que contiene este artículo.
Normalmente se entiende por tal lo que hace relación a la actividad en el 
campo (Diccionarios Norma, 213: 11). Y como veremos la estrecha relación 
entre medio ambiente y lo rural o relativo al campo, nos parece relevante 
la definición contenida en los diccionarios ambientales, como el del inves-
tigador jurídico ambientalista, Néstor Julio Fraume Restrepo (27: 13), 
quien define agrario como “perteneciente o relativo al cultivo de la tierra”. 
Sirve para comprender, por qué es frecuente que al describir al hombre del 
campo o agrícola se le asimile al cultivador (Círculo de Lectores, 1993: 71).
De manera simple puede evidenciarse que hablar de un derecho agrario 
limita lo que se quiere abarcar de las relaciones jurídicas que interesan al 
hombre del campo y a toda la sociedad, como quiera que son sus actividades 
las que le permitirán el abastecimiento de alimentos agrarios y pecuarios, e 
incluso su transformación mediante instrumentos industriales.
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B .  b i e   ba l d  o
La primera definición de bien baldío4 pertenece al Observatorio de Resti-
tución y Regulación de Derechos de Propiedad Agraria:
Los baldíos se definen como bienes sobre los que no es posible acreditar propie-
dad privada, bien sea porque nunca han salido del patrimonio de la Nación, o 
bien, porque pese a haber sido de un particular, su titularidad retornó a la Na-
ción por alguno de los procedimientos previstos por la Ley Agraria. Constituye 
la categoría de bienes baldíos aquellos que siempre han estado bajo titularidad 
del Estado, aquellos que nunca han sido explotados económicamente y están 
a la espera de ser colonizados. Son las tierras que estando situadas dentro de 
los límites territoriales no son propiedad privada de nadie (218).
En otras palabras, los baldíos son inmuebles de propiedad de la Nación, 
administrados por el Estado para adjudicar o entregar a personas natu-
rales, empresas comunitarias y cualquier tipo de organización que desee 
explotarlo económicamente bajo limitaciones y requisitos establecidos en 
la ley para que puedan ser adjudicados. Cuando esas limitaciones surjan, 
evidentemente no podrán adjudicarse, razón por la cual la doctrina distin-
gue los bienes fiscales en adjudicables y no adjudicables. Como se explicará 
con más detalle adelante cuando tratemos sobre la naturaleza jurídica de 
los baldíos, estos bienes, de acuerdo con la interpretación que le damos al 
4 Aunque en este texto mencionamos algunas de las normas del Código Civil de 1887 
que fueron implementadas en toda la República, probablemente la primera regulación 
normativa especial de bienes baldíos fue la Ley 11 de 1912, por la cual se adoptó el 
Código Fiscal, que permitía incluir en las concesiones de tierras una cláusula que hacía 
responsables a los solicitantes de verificar si los predios que pretendían eran realmente 
de dominio público y no propiedades privadas. Tal prescripción, nos parece, coincide 
con las definiciones que hemos traído a colación.
 La Constitución de 1886 establecía expresamente en el numeral 2 del Artículo 22, 
reformado en 1936, la propiedad de la Nación sobre los terrenos baldíos, al decir que 
“Pertenecen a la República de Colombia […] 2 Los baldíos, minas y salinas que perte-
necen a los estados cuyo dominio recobra la Nación, sin perjuicio de los derechos cons-
tituidos a favor de terceros por dichos estados, o a favor de éstos por la Nación a título 
de indemnización”.
449Álvaro Hernando Cardona González
contenido del artículo 12 de la Constitución Política y del cual se deriva 
el denominado “dominio eminente del Estado”, como es lo más natural, 
no tienen título inscrito de dominio, pues precisamente no ha pertenecido 
a ningún particular y el Estado aún no lo ha sacado de su patrimonio y lo 
ha puesto en circulación comercial.
Tomando como referencia un apunte histórico que se incluye en la 
sentencia T-48 de 216, el origen del régimen de los baldíos, aunque ya 
existían disposiciones sobre los mismos como los artículos 67 del Código 
Civil y 44 del Código Fiscal de 1912, probablemente se consolida a partir 
de 1926 cuando coinciden una decisión judicial proferida por la Corte Su-
prema de Justicia, en la que se estableció que quien pretendiera un derecho 
sobre una porción de tierra rural debía estar en capacidad de demostrar un 
título original para probar que el territorio había salido del dominio estatal, 
y la expedición de la Ley 74 de 1926 que exigió a los propietarios la prueba 
judicial de sus títulos (Corte Constitucional, 216a).
C .  d e r e cho  ag ra r i o
Si se consulta el diccionario de la lengua española, el término “agrario”, 
que viene del latín agrarius, significa “Perteneciente o relativo al campo” 
(Real Academia Española, 217).
De acuerdo con Guillermo Cabanellas, uno de los más prolíficos autores 
de diccionarios y estudiosos sobre términos jurídicos, el derecho agrario 
es una de las ramas “de la Enciclopedia Jurídica que contiene las reglas 
sobre sujetos, actos y relaciones jurídicas que a la explotación agrícola se 
refieren dentro de la esfera privada” (1997: 17). Por su parte, el docente 
e investigador Víctor Manuel Alfaro Jiménez, de la Universidad Nacional 
Autónoma de México (unam), lo define así:
Es el conjunto de normas jurídicas que regula la actividad en el campo deriva-
da de la tenencia y explotación de la tierra, con el fin primordial de obtener el 
bien de la comunidad en general y en esencial de la comunidad rural. El que 
contiene las reglas sobre sujetos, bienes, actos y relaciones jurídicas que a la 
explotación agrícola se refieren dentro de la esfera privada (218).
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Aunque otros tratadistas han avanzado en la definición de derecho 
agrario, como por ejemplo Juan José Sanz Jarque (197: 26), para quien 
“… es el conjunto de normas que en el ámbito de la ordenación del terri-
torio regulan la propiedad de la tierra, la empresa agraria y la reforma y 
desarrollo de las estructuras del campo”; o Antonio Gil Hernández (1967: 
31) quien se refiere al derecho agrario como las “disposiciones jurídicas 
encaminadas a regular la propiedad territorial, su régimen de explotación 
–cuando no, con un sentido reformista más avanzado, de distribución–, las 
instituciones jurídicas relativas a la agricultura, y en particular al contrato 
de arrendamiento de fincas rústicas”, la mayoría coincide en la exclusividad 
de lo agrícola, excluyendo otras actividades que pueden desarrollarse en el 
campo. De todas maneras, otros investigadores reparan en lo anotado, como 
la reputada tratadista mexicana Martha Chávez Padrón (1974: 61), quien 
es más contundente al respecto, pues sostiene que el derecho agrario “es 
el conjunto de normas que se refieren a lo típicamente jurídico, enfocado 
hacia el cultivo del campo, y al sistema normativo que regula todo lo relativo 
a la organización territorial rústica y a las explotaciones que determine como 
agrícolas, ganaderas y forestales” (cursiva fuera de texto)
Ha tenido tanto desarrollo el derecho agrario, como tal o como derecho 
de tierras, que incluso se ha venido ventilando la posibilidad de concebir 
una constitución agraria, definida esta como “un conjunto de disposiciones 
superiores que fijan los presupuestos a partir de los cuales deben regularse 
institucional y normativamente la propiedad rural, la organización territo-
rial, las explotaciones agrícolas, la interacción de sujetos del sector frente a 
los factores de producción asociados y vinculados con la dimensión agra-
ria” (Correa Medina, 217: 37), aunque para nosotros no se ha llegado al 
punto de concretar si se trata de una compilación normativa especializada 
que parta de principios coincidentes con los postulados de la Constitución 
Política de Colombia, o una concepción teórica como en su momento lo fue 
la de Constitución Ecológica de Colombia (Corte Constitucional, 1992).
Como se anticipó cuando se definió lo agrario, una denominación de la 
rama del derecho como derecho agrario limitará seguramente el conjunto 
de relaciones jurídicas que alrededor del campo o rural le interesan a la 
sociedad con el propósito de prevenir primero, y luego, si lo anterior no es 
posible, resolver los conflictos, objeto de toda la ciencia jurídica (Cardona 
González, 212: 131). Lo agrario se detiene únicamente en el cultivo o trans-
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formación del suelo rural, excluyendo otras actividades como la pecuaria, 
la forestal o la agroindustria, razón por la cual nos hallamos más cerca de la 
denominación de esta rama como derecho de tierras.
D .  d e r e cho  d e  t i e r ra s
El pasado de Colombia ha estado ligado estrechamente a la propiedad so-
bre la tierra rural. Al fin y al cabo primero casi todo fue rural y luego ocu-
rrió una transformación a lo urbano. Como dice la Corte Constitucional 
en la sentencia T-48, una de tantas que ha debido proferir para proteger 
los baldíos nacionales: “Desde la conquista española hasta bien entrada la 
República, la historia del campo en Colombia es la historia de la propiedad 
de la tierra” (216b).
Al escribir para las publicaciones de la Universidad Externado de Co-
lombia, es adecuado consultar lo que considera describe al derecho de tie-
rras. Y en sus referencias electrónicas, ampliando el espectro de lo que esta 
rama del derecho, así denominada, puede cobijar menciona:
En este marco de transición, el estudio del derecho de tierras, como rama de la 
ciencia jurídica, aborda la propiedad rural desde otras disciplinas como la so-
ciología o la antropología, o incluso la memoria histórica; así pues, estos nuevos 
elementos que forman parte de la agenda pública actual, tales como la reparación 
integral, la recuperación de la tierra despojada a la población desplazada por 
actores armados en el marco del conflicto, el estudio de sus causas y de cómo 
evitar que los hechos de violencia se repitan, son componentes esenciales en 
el estudio del derecho de tierras (Universidad Externado de Colombia, 218).
En algunos casos el proceso de restitución plantea la presunción de ilegali-
dad de los títulos, cuyos efectos en el derecho civil desbordan el concepto 
de seguridad jurídica, incluso de aquellos fallos judiciales que declararon 
en su momento el derecho de propiedad rural sobre tierras que explotaba 
la población desplazada y de las cuales la justicia verificó que se produjo un 
desplazamiento. No es coincidente entonces que recientemente la Procu-
raduría General de la Nación asignara las funciones de ministerio público 
en materia de restitución de tierras en sus procuradores judiciales agrarios 
y ambientales.
42 Baldíos desde la perspectiva de patrimonio nacional y la eficaz protección ambiental
Lo rural es sinónimo de agro, campo, ruralidad o tierras (Moreno Díaz, 
214a: 41), así que de lo aquí expresado se puede concluir, en lo que ano-
tamos sobre derecho agrario y en parte de lo que diremos a continuación, 
que el derecho de tierras es aquella parte de la ciencia jurídica que aborda 
las dinámicas de las relaciones sociales que surgen de la propiedad y trans-
formación del suelo rural, del campo.
E .  o b j e to  d e l  d e r e cho  d e  t i e r ra s
Si se toma en cuenta lo prescrito por el artículo 1.º de la Ley 16 de 1994, 
“por la cual se crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo 
Rural Campesino, se establece un subsidio para la adquisición de tierras, se 
reforma el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria”, se puede sinteti-
zar que el objeto del derecho de tierras es: promover el acceso progresivo a 
la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios; mejorar el ingreso y 
la calidad de vida de la población campesina; reformar la estructura social 
agraria por medio de procedimientos enderezados a eliminar y prevenir la 
inequitativa concentración de la propiedad rústica o su fraccionamiento 
antieconómico; dotar de tierras a campesinos de escasos recursos que no la 
posean y a las comunidades indígenas; apoyar a los campesinos de escasos 
recursos en los procesos de adquisición de tierras promovidos por ellos 
mismos a través de crédito y subsidio directo, y fomentar la adecuada ex-
plotación y utilización social de las aguas y de las tierras rurales aptas para 
la explotación silvo-agropecuaria, y de las tierras incultas, ociosas o defi-
cientemente aprovechadas.
También la doctrina judicial ha tratado el objeto. La Corte Constitu-
cional (213) ha dicho, del derecho de tierras, que debe procurar “Otorgar 
una protección especial a los habitantes del campo, en especial a través de 
reglas particulares que facilitan la adquisición de la tierra en la que habitan 
e impiden que sean desalojados de manera arbitraria”.
F .  at u ra l e z a  d e  lo s  b i e  e s  ba l d  o s
La Carta Política de 1991 incluyó la concepción según la cual pertenecen 
a la Nación los bienes públicos que forman parte del territorio, y lo hizo al 
prescribir en el artículo 12 que: “El territorio, con los bienes públicos que 
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de él forman parte, pertenecen a la Nación”. Por lo tanto, cualquier parte 
del territorio que no esté bajo título de dominio de un particular se deberá 
entender son tierras baldías. La Corte Constitucional (216c) en la Sen-
tencia T-48, que ya hemos mencionado varias veces, expresó que de esta 
manera se “consagró así no solo el llamado dominio eminente, el cual está 
íntimamente ligado al concepto de soberanía, sino también la propiedad o 
dominio que ejerce la Nación sobre los bienes públicos que de él forman 
parte”. Ya desde antes de las posiciones que venimos comentando, se había 
acogido la tendencia mayoritaria de la jurisprudencia y la doctrina, que han 
clasificado los bienes fiscales o bienes de la Unión (como se denominaron 
originalmente en el Código Civil adoptado en 1887, para hacer la transición 
de un estado federado a uno “unitario” o no federado) en:
1. Fiscales propiamente dichos. Son aquellos bienes que poseen las entidades 
de derecho público y sobre los cuales ejercen un dominio pleno, esto es, igual 
al que ejercen los particulares respecto de sus propios bienes. 2. Bienes de uso 
público. Son los destinados al uso común de los habitantes. 3. Bienes fiscales 
adjudicables. Son aquellos bienes que tiene la Nación con el fin de traspasar-
los a los particulares que cumplan determinados requisitos exigidos por la ley 
(Corte Constitucional, 199)
Estando de acuerdo con la Corte, que además reitera dicha posición en va-
rias sentencias (C-6 de 1993, C-97 y C-3 de 1996, C-36 de 1997 o 
T-488 de 214), hallamos que los baldíos son bienes públicos de la Nación 
catalogados como bienes fiscales adjudicables, en razón de que el Estado, 
como administrador, los conserva para adjudicarlos a quienes reúnan las 
exigencias establecidas en la ley. Sin embargo advertimos que: a) No es lo 
mismo un bien fiscal que se ha adquirido igual que como lo hace un parti-
cular (mediante escritura pública y anotación en el registro de instrumentos 
públicos) a uno que se tiene como tal por tenerse como dominio eminente 
del Estado y nunca haberse adjudicado a un particular; b) Como se eviden-
ciará en todo el desarrollo argumentativo, los bienes baldíos no siempre son 
adjudicables, porque la normatividad impone restricciones al mismo Estado 
para adjudicar a ciertos particulares baldíos por tener una función social, 
colectiva o de mayor importancia que la producción agropecuaria que por 
lo mismo limita esa facultad.
44 Baldíos desde la perspectiva de patrimonio nacional y la eficaz protección ambiental
I I .  c o s i d e rac i o e s  s o b r e  la  a dm i  i s t rac i  
e s tata l  d e  lo s  ba l d  o s  y  e l  amb i e  t e  atu ra l
El mexicano Manuel González Hinojosa (197: 12) preveía, casi simul-
táneamente con la expedición del Código Nacional de los recursos Natu-
rales Renovables y de Protección Ambiental colombiano, la relación entre 
la actividad agraria y la protección ambiental cuando al definir el derecho 
agrario expresaba que este es “… la ordenación positiva y justa de las acti-
vidades agrarias para lograr el bien común de la comunidad rural mediante 
el fomento de la producción agropecuaria y la conservación de los recursos 
naturales renovables”.
Cuando definíamos y distinguíamos atrás las denominaciones de derecho 
agrario y derecho de tierras, veíamos cómo estos conducían inexorablemente 
hacia los problemas que surgen de las maneras como jurídicamente justifica 
el hombre del campo la tenencia o propiedad sobre los predios que explota. 
Es de ahí que surge también la relación entre baldíos y medio ambiente y 
cómo se llega a la función que la propiedad, digamos rural, cumple en la 
protección ambiental.
Por su parte, la función ecológica de la propiedad se plantea como ele-
mento necesario para garantizar el desarrollo sostenible e implica un deber 
cualificado de protección al medio ambiente; al mismo tiempo es un derecho 
de todas las personas a gozar de un ambiente sano; finalmente, de esa función 
social se derivan un conjunto de obligaciones impuestas a las autoridades 
y a los particulares que moldean pautas de uso y aprovechamiento de la 
propiedad tanto individual como colectiva (Andrés L. Parra Cristancho y 
Jaime Augusto Correa Medina, 217: 194a).
Lo anterior puede enfatizarse con uno de los primeros textos que se 
expidieron sobre derecho ambiental, luego de entrada en vigencia la Cons-
titución Política de Colombia, y con ella la Ley 99 de 1993, con autoría del 
magistrado del Tribunal Superior de Distrito Judicial del Huila y posterior 
presidente de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, Yesid Ramírez 
Bastidas, quien relaciona el uso de los recursos naturales y la preservación 
con la propiedad de la siguiente manera:
En el Estado liberal, antes de caerse en cuenta de las funestas consecuencias 
de las atrocidades cometidas contra el ambiente, la valoración jurídica del he-
4Álvaro Hernando Cardona González
cho ecológico no obedecía al interés de preservar el medio sino que operaba 
en función del derecho de propiedad. Luego, la valoración se hizo parcial para 
cada recurso natural, aunque con la misma última finalidad. Después, para 
responder la teoría de la interdependencia recíproca de los recursos naturales 
y de los distintos usos de cada uno de ellos entre sí, que puso en evidencia 
la interacción física de los recursos naturales que como factores actuantes se 
encontraban en relación estructural con todos los demás, se llegó a la siste-
matización de un todo armónico y global de normas traducida en la adopción 
de códigos. En el Estado Social se le da una función de ese orden al absoluto 
derecho de la propiedad que, a la postre, se extiende a la ecológica (199: 1a).
No puede dejarse de lado que en la Proclama 1 de la Declaración de Esto-
colmo de 1972 se menciona el “aspecto natural” del medio humano como 
esencial “para el bienestar del hombre y para el goce de los derechos humanos 
fundamentales”, y que en varios de los principios que allí se acuerdan por 
las Naciones Unidas se mencionan los ambientes, ecosistemas y recursos 
silvestres que mayoritariamente se hallan fuera de las áreas urbanas. Tam-
poco la relación que hacen Camilo y María Luz Satizábal (199: 1) de “las 
gentes del campo” y la “importancia de los niños campesinos” con la política 
y la legislación ecológica cuando hacen una de las primeras compilaciones 
normativas especializadas en derecho ambiental colombiano.
A .  a lgua s  d i f i c u ltad e s  e   la  a dm i  i s t rac i  
d e  lo s  b i e  e s  ba l d  o s
De manera muy sencilla es conveniente mostrar algunas situaciones que 
se presentan al Estado, como administrador de los bienes nacionales, es-
pecialmente baldíos con vocación para agricultura o actividades pecuarias. 
Al hacerlo se espera evidenciar las dificultades para su administración, el 
impacto negativo para conservar áreas de especial importancia ecológica, en 
particular para conservar y producir agua para consumo humano y riego, 
la merma evidente del patrimonio nacional por pérdida o disminución del 
valor de estos predios y hacer notar falencias de política pública y legislación 
que aúpan las anteriores circunstancias.
46 Baldíos desde la perspectiva de patrimonio nacional y la eficaz protección ambiental
1. ¿Realmente se están administrando los bienes baldíos, como es deber 
del Estado? Y si lo están, ¿se están administrando adecuadamente? Bastaría 
repasar algunas cifras para dar respuesta a estas preguntas.
Actualmente el 77% de la tierra está en manos de 13% de propietarios, 
pero el 3,6% de estos tiene el 3% de la tierra. Se calcula que 6,6 millones 
de hectáreas fueron despojadas por la violencia en las últimas dos décadas, 
esto es el 1% de la superficie agropecuaria del país. Un 18% de los propie-
tarios de tierra no tienen formalizado sus títulos. Además, la informalidad 
entre los pequeños productores supera el 4%. En los últimos  años se 
han titulado 23 millones de hectáreas, el 92% de ellas baldíos o títulos co-
lectivos. Por reforma agraria, apenas se ha titulado l ,6% de ellas. El 8% 
de los pequeños campesinos tiene menos de una Unidad Agrícola Familiar 
(uaf), es decir que son microfundistas. El 68% de los predios registrados 
en catastro se clasifican en pequeña propiedad, pero esta solo cubre el 3,6% 
de la superficie productiva (Semana, 218a).
Hasta el gobierno de Juan Manuel Santos, y gracias a la necesidad 
de dar cumplimiento a lo ordenado en la sentencia T-488 de 214 (Corte 
Constitucional, 214) el Estado había olvidado algo esencial en la adminis-
tración de los bienes baldíos: identificarlos, alinderarlos y precisarlos en los 
instrumentos jurídicos para protegerlos6. Sin contar con que, tal vez apro-
vechando el desorden que ha existido en el inventario de baldíos, se viene 
reconociendo por varios expertos que los sistemas legales de adjudicaciones 
de baldíos no siempre han sido transparentes. Por ejemplo Héctor Santaella 
Quintero, conjuez de la Corte Constitucional, docente e investigador de la 
Universidad Externado de Colombia, refiriéndose al decreto 92 de 217 
considera que ese desorden es reconocido por el Estado cuando frente a 
las normas anteriormente vigentes “procura una mayor transparencia a los 
procedimientos de adjudicación de baldíos” (La FM, 218b).
6 En dicha sentencia la Corte Constitucional dispuso: “[…] Quinto. Ordenar al Incoder, 
adoptar en el curso de los dos (2) meses siguientes a la notificación de esta providencia, 
si aún no lo ha hecho, un plan real y concreto, en el cual puedan identificarse las circuns-
tancias de tiempo, modo y lugar, en las cuales habrá de desarrollarse un proceso nacional 
de clarificación de todos los bienes baldíos de la nación dispuestos a lo largo y ancho del 
país”.
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2. Por otra parte, en nada contribuye que sean dos entidades muy dife-
rentes las que resuelvan qué hacer con los bienes baldíos. Recientemente la 
Corte Constitucional explicó que, en virtud de lo ordenado por el artículo 
6 de la Ley 16 de 1994, el dominio sobre terrenos baldíos adjudicables 
exclusivamente puede adquirirse mediante título traslaticio de dominio 
otorgado por el Estado a través de la Agencia Nacional de Tierras (ant), 
por un trámite administrativo (Corte Constitucional, 217a). Y teniendo 
en cuenta la vocación de mucha parte del suelo agrario colombiano para la 
producción agro-forestal, es incomprensible que entre tanto, y al momento 
de escribir este ensayo, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
presente cifras sobre ampliación de las áreas protegidas y de la delimita-
ción de páramos, e impulse un proyecto de resolución que busca redefinir 
los términos mediante los cuales actualmente se regulan o modifican las 
reservas forestales en nuestro país. Lo cual, de acuerdo con el análisis que 
hace la periodista Tatiana Pardo Ibarra (217a) basada en declaraciones del 
propio Ministro, Luis Gilberto Murillo, quien afirmó: “la ruta de decisión 
incluye pasar primero por la implementación de estrategias de restauración 
y recuperación de las áreas degradadas, antes de llegar a la sustentación de 
la propuesta de realinderación de la reserva”, permite concluir que en ade-
lante, y con base en dicha norma, se permitirá reversar las delimitaciones 
de las áreas protegidas en las categorías de reservas forestales regionales o 
nacionales. Lo que nos lleva a pensar que de allí solo hay un paso para per-
mitirlo más adelante en zonas alinderadas de páramos cuando las presiones 
por disponibilidad de nuevas tierras explotables sea mayor, pues ante el 
aumento de la población el campo aumenta su atractivo económico y más 
si las acciones delincuenciales merman de verdad en el sector rural. La 
decisión del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible que venimos 
comentando tácitamente reconoce que no se contempla la posibilidad de 
dejar estas áreas (y todas las protegidas a las que se puede aplicar la misma 
premisa) excluidas permanentemente de toda acción humana, ¿acaso la 
mejor restauración y recuperación de las áreas degradadas no es dejando 
hacer a la naturaleza lo que mejor sabe hacer, más en tratándose de suelos 
con especial contenido ecológico?
Los términos mediante los cuales actualmente se regulan o modifican 
las reservas forestales son vistos por los expertos como una intención ve-
lada de liberar espacios, antes vedados bajo la modalidad de reservas, con 
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el fin de disponerlos para posibles adjudicaciones como bienes baldíos de 
la Nación. Concretamente en ese sentido se expresaron el exministro de 
ambiente, Manuel Rodríguez Becerra y, el jurista experto y docente de la 
Universidad Externado de Colombia, Rodrigo Negrete, quienes ven que se 
aproxima un reparto de áreas libres o nuevos baldíos bajo intereses económi-
cos particulares. Incluso, el biólogo Gonzalo Andrade, además coordinador 
de la Comisión Permanente de Áreas Protegidas, expresó que en su criterio 
de aprobarse el proyecto como está concebido “será la vía más facilista para 
no recuperar los ecosistemas degradados del país y, en cambio, sustraer esas 
hectáreas para volverlos terrenos libres de la Nación y hacer con ellos lo que 
se quiera” (Pardo Ibarra, 217b).
3. Parece confusa para el Gobierno Nacional la importancia de identi-
ficar, alinderar y reservar baldíos dentro de un ordenamiento del territorio 
y para definir lo que deben hacer los concejos municipales respecto de los 
usos del suelo en los denominados planes de ordenamiento territorial. Hay 
que reconocerlo: el ordenamiento de los baldíos terminará siendo también 
el del territorio nacional.
Sin embargo, ocurre que con ocasión de las órdenes emitidas por la 
Corte Constitucional en la sentencia T-488 esto empieza a cambiar. Miguel 
Samper Strouss, director de la ant, refiriéndose al alcance del decreto 92 
de 217 que el Gobierno Nacional expidió en el marco de los compromisos 
adquiridos con la organización delincuencial farc, a su vez en el marco de 
lo que se conoce como Acuerdo de Paz de La Habana Gobierno-Farc, se-
ñaló que “el decreto provee las herramientas necesarias y ágiles, centradas 
en intervenciones masivas a la hora de llevar a cabo la ordenación de un 
territorio rural” (La FM, 218a). Es que la delimitación de las áreas sus-
ceptibles de adjudicación, como bienes baldíos, debe ser compatible con la 
ordenación de todo territorio. Primero como ámbito de soberanía, segundo 
como elemento integrante del patrimonio nacional y su riqueza, y tercero 
como suelo entendido como recurso natural necesario para vida sana de la 
Nación. Al fin y al cabo como se reconoce en la sentencia T-461 de 216:
En definitiva, el debate actual sobre el derecho al territorio, específicamen-
te su contenido de acceso a la tierra, abarca varias relaciones y, como punto 
importante, la seguridad jurídica que debe brindar el Estado para proteger la 
conexión que surge entre la población rural y el espacio físico en el cual aspiran 
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desarrollar su proyecto de vida, lo cual trasciende el campo de la aclaración 
de títulos y los derechos reales sobre bienes (Corte Constitucional, 216a).
4. El factor humano es el más significativo a la hora de hacer balances y 
de encontrar responsables, respuestas y soluciones a eventos catastróficos 
derivados a su vez de la erosión del suelo. Los usos a que es sometida la 
tierra determina su calidad y disponibilidad para la capacidad de producir 
alimentos, conservar los recursos naturales y mantener los ecosistemas (Si-
card, 217: 1). Hasta funcionarios del más alto nivel en Colombia, y que 
han estado a cargo de dirigir y ejecutar las políticas públicas de algunas de 
las actividades económicas más estratégicas para el país, como las petrole-
ras, las de gas y las de minería de metales, reconocen que estas no se deben 
permitir en “sitios donde pueda haber riesgo grande de contaminación” (L. 
Cock, 218: 1.1). Las áreas de manejo especial dentro de las cuales están 
los páramos, por contener probados yacimientos de recursos naturales no 
renovables, están bajo presión de intereses particulares muy poderosos. Son 
áreas especiales que deben reservarse y no someterse a procesos de adju-
dicación, incluso para la producción agropecuaria. ¿Cómo hacerlo? Parece 
evidente que convirtiéndolos en un área de la mayor protección ambiental 
con la justificación no solo ecológica sin agropecuaria por la íntima relación 
que tiene el agua con la producción rural.
El artículo 2.2.2.1.1.1. del Decreto Único Reglamentario del Sector 
Ambiental, define área protegida así: “a) Área protegida: Área definida 
geográficamente que haya sido designada, regulada y administrada a fin de 
alcanzar objetivos específicos de conservación”, luego la misma norma (art. 
2.2.2.1.2.1) dentro de las áreas protegidas de carácter público, no incluye a 
los páramos. Sin embargo el numeral 4, del artículo 1.º de la Ley 99 de 1993 
dispuso que “Las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y 
las zonas de recarga de acuíferos serán objeto de protección especial”, por 
lo que luego el artículo 2.2.2.1.3.8 del Decreto Único Sectorial, desarrolla 
esa norma dándole a los páramos el carácter de ecosistemas estratégicos, im-
plícitamente les reconoce su importancia para el sistema hídrico nacional al 
ponerlos junto a los nacimientos de agua y las zonas de recarga de acuíferos 
y lo justifica apoyados en que son áreas de especial importancia ecológica; y 
va más allá pues permite que las autoridades ambientales adelanten “acciones 
tendientes a su conservación y manejo, las que podrán incluir su designación 
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como áreas protegidas bajo alguna de las categorías de manejo” (cursiva fuera 
de texto). Si es manifiesto para el Estado que para extremar la protección 
de un páramo puede convertirlo en área protegida, ¿por qué no convierte 
a los páramos en tales sin más y los garantiza?
En concepto emitido recientemente por la Oficina Asesora Jurídica del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (217: 7) se manifestó la 
imposibilidad de constituir “Zonas de Reserva Campesina en las siguien-
tes áreas: 1. Las comprendidas dentro del Sistema Nacional de Parques 
Nacionales Naturales; 2. Las establecidas como reservas forestales […]”. 
Es decir, ciertamente existen límites para hacer adjudicaciones a campesi-
nos en ciertas porciones del territorio, que por ser áreas protegidas en las 
categorías de parques nacionales naturales y reservas forestales nacionales. 
Y si se elevan los páramos a una categoría superior, o se asimilan a parques 
nacionales, eficazmente los protegeríamos como lo impone la normatividad.
B .  c o t rad i c c i o e s  e  t r e  a dm i  i s t rac i  
d e  ba l d  o s  y  p rot e c c i   amb i e  ta l
Ya es una contradicción proponer dicotomías entre lo agrario y lo ambiental. 
Basta recordar que varios tratadistas han afirmado que el actual derecho 
ambiental tuvo sus orígenes en el derecho agrario, conocido inicialmente 
como derecho rural. Incluso, van más allá para sostener que el primer código 
agrario, fue el Código Hammurabi (Ramírez Bastidas, 199: 6b). Aunque 
hay cercanía en el origen y en el objeto, existen contradicciones que surgen 
entre la administración de predios que pertenecen a la Nación por nunca 
haber salido de su dominio o nunca haber poseído un particular su propie-
dad, y la administración de áreas con especial vocación ecológica nacional, 
que tienen a cargo diversas entidades nacionales y regionales. Similitud 
adicional: hablamos de áreas que pertenecen a la Nación por ser necesarias 
para la sobrevivencia del ser humano. La principal discrepancia: como se 
nota ya, es la administración común del Estado.
El proyecto de Ley de Tierras que el gobierno colombiano presentó 
nuevamente a consideración del Congreso de la República a finales de 217, 
pues a principios del mismo año se había archivado por múltiples razones, 
pretende “promover alianzas público-privadas para sacar adelante proyectos 
de infraestructura de riego y drenaje para el campo, entre otros asuntos” 
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(Medina, 217). De tal manera que es evidente que las leyes y desarrollos 
normativos sobre el sector agrario siguen insistiendo en el drenaje de áreas 
naturalmente cubiertas por aguas de dominio público. Y es que las políticas 
públicas para el sector rural, especialmente después de los acuerdos entre 
Gobierno y el grupo armado ilegal Farc, se han concentrado en la formali-
zación y el acceso a la propiedad de la tierra o de los predios en Colombia. 
Entendiendo por formalización el proceso de reconocimiento de posesión 
y titulación del dominio, y como acceso, la adjudicación de predios baldíos 
adjudicables o de predios previamente expropiados. En otras palabras, más 
distribución de la tierra rural entre hombres del campo o con vocación 
agropecuaria (López Pinilla, 217: 7).
Es también incomprensible que “En los últimos  años se han titulado 
23 millones de hectáreas, el 92% de ellas baldíos o títulos colectivos. Por 
reforma agraria, apenas se ha titulado el ,6% de ellas”. Es decir que más 
que reforma agraria para redistribuir la tierra, democratizarla y ponerla 
en manos de quienes realmente la trabajen, el Estado se ha concentrado 
en “despilfarrar” el patrimonio nacional representado en bienes baldíos, 
muchos de los cuales no debieron salir jamás de su acervo por el inmenso 
valor que tienen para garantizar el medio ambiente sano de la Nación ( 
Semana, 218b).
Aunque de manera sucinta se destacó la estrecha relación entre el agro y 
el medio ambiente natural, igual representa una contradicción la adminis-
tración que el Estado les viene dando. En el primer caso, frente al desarrollo 
del agro y las actividades que el hombre del campo realiza en el sector rural, 
con la expedición de políticas públicas que muchas veces no propician la 
clarificación del uso del suelo, generan inseguridad jurídica sobre la posesión 
o propiedad y estimulan la invasión de los bienes baldíos sin previo trámite 
del proceso administrativo de adjudicación o el de inmuebles baldíos que no 
deberían ocuparse bajo ninguna excusa; en el segundo, frente a la protec-
ción ambiental, al no definir con claridad qué áreas del territorio nacional 
no pueden ser afectadas mediante títulos mineros o para explotación de 
hidrocarburos, o para el desarrollo de la actividad agropecuaria, afectando 
con ello un desarrollo congruente del campo.
En este último aspecto de complejidad surge la necesidad de definir con 
total precisión qué hacer con los páramos. Pues son áreas que excepcional-
mente como baldíos fueron adjudicados aplicando los regímenes vigentes de 
462 Baldíos desde la perspectiva de patrimonio nacional y la eficaz protección ambiental
reforma agraria, y aunque la mayoría de sus extensiones aún conservan tal 
carácter, por presiones económicas y sociales son ocupadas y explotadas por 
campesinos (por lo tanto, no tienen justo título o clarificada su propiedad) y 
surge ahora, dada la importancia estratégica que el Estado les da como abas-
tecedores de agua, especialmente para aprovechamiento rural, la necesidad 
de excluir de ellos toda actividad humana. Lo cual podría estar justificado 
en que actualmente Colombia tiene cerca de 29 millones de áreas protegidas 
en todas sus categorías; de ellas, 3 millones son áreas de tipo regional y 26 
millones de tipo nacional; dentro de todo este conjunto de protección de 
porciones del territorio nacional, hay a su vez 37 complejos de páramos de 
los que ya se tienen 3 delimitados; y estos, por sobre el resto de los terri-
torios protegidos, se suponen estratégicos en la protección hídrica a cargo 
del gobierno nacional, el cual considera que con esas delimitaciones “se 
garantiza el 3% de la generación hidroeléctrica del país y se suministra 
agua a 1 distritos de riego” (Presidencia de la República, 218).
Actualmente otra de las mayores contradicciones entre baldíos y pro-
tección ambiental se manifiesta en el número de consultas populares que 
se realizan en Colombia para limitar las actividades de exploración sísmica, 
perforación exploratoria y producción de hidrocarburos en los municipios, y 
la oposición para que se impidan actividades como la ganadería en áreas tan 
sensibles ambientalmente como los páramos. Para junio de 217 se definió 
la continuidad de estos proyectos en 44 municipios a través de las urnas (El 
Tiempo, 218). Al respecto, y ya en relación con los páramos, varias veces la 
directora del Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander 
von Humboldt, entidad a la que le corresponde delimitar de los páramos en 
Colombia, ha expresado preocupación por la incorporación de los criterios 
sociales y económicos en dichas delimitaciones por las consecuencias que 
traen a la vida habitual de las personas que habitan esos ecosistemas, y por 
cómo dichos procesos se prestan para que algunos actores de la sociedad los 
controviertan, aprovechándose del común temor a quedarse sin agua; pero 
“que en el fondo lo que quieren es ganar visibilidad mediática o configurar 
movimientos políticos que potencien el temor, desde la desinformación, 
como un instrumento de poder” (Semana Sostenible, 217a). Mientras los 
pobladores de las entidades territoriales se preocupan por las actividades 
extractivas del subsuelo, con la amenaza de que ellas extinguen los yaci-
mientos de aguas superficiales y subterráneas, es cada vez más evidente el 
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impacto que causan actividades agropecuarias como la ganadería; el diario 
El Tiempo señaló recientemente cómo se está imponiendo la idea de aplicar 
impuestos al consumo o producción de carne de res, e incluyó cálculos de 
la fao que concluyen:
… la producción de carne y leche vacunas es responsable de la mayoría de 
las emisiones de gases de efecto invernadero del sector agropecuario (41 y 2 
por ciento, respectivamente). La carne de cerdo y la carne y los huevos de ave 
de corral contribuyen con el 9 y el 8 por ciento de las emisiones (El Tiempo, 
218: .1)
Efectivamente, en el estudio publicado en el 26, la fao evidencia el gran 
impacto que causa la ganadería al medio ambiente, y en especial cómo pre-
siona la destinación de más y más tierras para esa actividad en el mundo. 
Concretamente dicen unos apartes del comunicado de prensa al respecto:
El informe de la fao explica que la ganadería utiliza hoy en día el 3 por ciento 
de la superficie terrestre del planeta, que en su mayor parte son pastizales, pero 
que ocupa también un 33 por ciento de toda la superficie cultivable, destinada a 
producir forraje. La tala de bosques para crear pastos es una de las principales 
causas de la deforestación, en especial en Latinoamérica, donde por ejemplo 
el 7 por ciento de los bosques que han desaparecido en el Amazonas se han 
dedicado a pastizales […] Los rebaños provocan al mismo tiempo daños en el 
suelo a gran escala, con cerca del 2 por ciento de los pastizales degradados a 
causa del sobrepastoreo, la compactación y la erosión. Esta cifra es aún mayor 
en las tierras áridas, en donde unas políticas erróneas y una gestión ganadera 
inadecuada han contribuido al avance de la desertificación […] La actividad 
ganadera figura entre los sectores más perjudiciales para los cada día más es-
casos recursos hídricos, contribuyendo entre otros aspectos a la contaminación 
del agua, la eutrofización (proliferación de biomasa vegetal debido a la excesiva 
presencia de nutrientes, ndr) y la destrucción de los arrecifes de coral. Los 
principales agentes contaminantes son los desechos animales, los antibióticos y 
las hormonas, los productos químicos utilizados para teñir las pieles, los fertili-
zantes y pesticidas que se usan para fumigar los cultivos forrajeros (fao, 218)
El efecto de ciertas actividades agropecuarias sobre el medio ambiente, 
y tristemente aupadas por las políticas públicas e incentivos del propio 
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 Estado, ya se venían anticipando desde los primeros tratados sobre derecho 
ambiental, y luego de que se reconociera que la nuestra es una Constitución 
Política marcadamente ecológica7.
Se debe anotar críticamente que las nuevas tierras de cultivo se suelen 
ganar a expensas de los bosques. So pretexto de ampliar la frontera agrí-
cola se patrocinan y auspician a través de garantías como el otorgamiento 
de créditos y adjudicación a los ocupantes de terrenos baldíos en zonas de 
colonización (arts. 11 y 14 Ley 3 de 1998) (Ramírez Bastidas, 199: 61c)
C .  lo s  ba l d  o s  e   la  p rot e c c i   d e  p  ramo s 
y  pat r imo i o  ac i oa l
La importancia de excluir toda actividad económica de las áreas protegidas, 
además de convertirse en la manera ideal de conservar el estado natural del 
territorio, es la mejor para conservar la vida animal y la flora. Como dice 
Brigitte Baptiste, la actual directora del Instituto de Investigación de Re-
cursos Biológicos Alexander von Humboldt, “Hay que controlar la defo-
restación, porque esto está vinculado inmediatamente con la biodiversidad 
y con estrategias de adaptación” (Semana Sostenible, 217b).
Debe “sincerarse” la tierra disponible para hacer reforma agraria en Co-
lombia. Y partir de excluir como adjudicables a los baldíos. Para sustraerlos 
de todo alcance económico del hombre, se debe comenzar por proteger los 
baldíos y adquirir el resto de las áreas ocupadas. Ergo, es conveniente que se 
delimiten los páramos sin mayor dilación. Que, por su importancia, resaltada 
ya en la legislación por el artículo 1.º de la Ley 99 de 1993, estos ecosiste-
mas sean incluidos dentro de las categorías nacionales de áreas protegidas 
en su mayor nivel de conservación. Y como ya lo decíamos, sea excluida de 
ellos toda actividad antrópica, además de la de exploración y explotación de 
minerales y petróleo, de las actividades agropecuarias y en primera medida 
podrían serlo las pecuarias (especialmente la ganadería vacuna). En este 
propósito, el papel de los inmuebles baldíos de la Nación es fundamental.
7 Al respecto no puede dejar de leerse la obra insigne de óscar darío amaya navas 
(216).
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Si los páramos fueran incluidos dentro de las categorías de áreas prote-
gidas expresamente contempladas en el Decreto Único Reglamentario del 
sector ambiental podrían considerarse una determinante ambiental, por lo 
tanto normas de superior jerarquía que no pueden ser desconocidas, con-
trariadas o modificadas en la elaboración, revisión y ajuste y/o modificación 
de los planes de ordenamiento territorial o usos del suelo de los municipios 
y distritos. En otras palabras, los concejos municipales no podrían regular 
los usos allí incluidos, es decir, los agrícolas o pecuarios (art. 2.2.2.1.2.1 
dcto. 176 de 21).
Aunque ciertamente el artículo 64 de la Constitución Política consagra la 
obligación del Estado de promover el acceso progresivo de los trabajadores 
agrarios a la tierra, que al incluirla en el capítulo 2.º sobre Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, le otorga la naturaleza de derecho constitu-
cional fundamental, ya la guardiana de la Constitución dijo en su sentencia 
T-48: “Sobre el carácter subjetivo del derecho al acceso progresivo a la 
tierra, la Sala encuentra que existen varias fuentes normativas que delimitan 
el contenido de esta garantía constitucional” (Corte Constitucional, 216d). 
La posibilidad de que bienes baldíos sean tenidos como inadjudicables y, 
por tanto, conservarlos como reservas naturales ya ha sido reconocido por 
la Corte Constitucional en su sentencia T-461.
Por otra parte, aunque la Constitución de 1886 no establecía la función 
ecológica de la propiedad, el control estatal sobre la titulación, establecido 
por la Ley 13 de 1961, permitió la protección del medio ambiente. En dicha 
ley se estableció la potestad del incora para constituir reservas ambientales 
dentro de los baldíos que adjudica y de condicionar el derecho de propie-
dad otorgado al adecuado manejo de las reservas, tal y como lo estableció la 
Ley 13 de 1961, permitiendo incluso la reversión de los títulos cuando se 
violaran las restricciones impuestas por dichas reservas. Este control, que 
únicamente es posible si el Estado puede condicionar la propiedad que él 
mismo otorga, permitió desarrollar la función ecológica de la propiedad. 
Así mismo, fue la primera ley que incluyó una protección a las tierras ocu-
padas por las comunidades indígenas, al prohibir la ocupación de baldíos 
sobre tierras utilizadas por ellas, y creó para el efecto, por primera vez en la 
historia reciente de nuestro país, el sistema de reservas indígenas (216b).
El régimen de baldíos permite que los ciudadanos, con la expectativa de 
hacerse con su propiedad, inicien la ocupación y explotación de los  terrenos, 
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siempre que se cumplan dos condiciones: a) Que el sujeto que ejerce ex-
plotación y ocupación cumpla con los requisitos que califican a los sujetos 
de adjudicación (condiciones personales), esto es, que sea para explotación 
agropecuaria, y b) Que además de tener la condición de baldío, el predio 
no tenga ninguna prohibición o limitación que lo convierta en inadjudica-
ble (Andrés L. Parra Cristancho y Jaime Augusto Correa Medina, 217: 
21b). Incluso, en tratándose del primer requisito, el de las condiciones 
personales o subjetivas, la Corte Constitucional (217b) ha precisado que 
existen limitaciones, cuando afirma que se presumen como baldíos aquellos 
bienes que no son o han sido ocupados por particulares, bajo el entendido 
de que dicha ocupación “consiste en la explotación económica del suelo a 
través de hechos positivos propios de dueño”, por tanto, en que el simple 
hecho de ocupar tierras baldías no le da a ningún particular, bajo ninguna 
circunstancia, la calidad de poseedor; es decir, ratifica la calidad de impres-
criptibilidad de esos bienes fiscales.
Los baldíos pueden incluso cumplir un importante papel en la recupe-
ración de cuerpos lacustres. El caso de la laguna de Fúquene8 es un buen 
ejemplo para entenderlo. Entre 1822 y 1844 se concedieron 9.6 fanegadas 
de “tierras baldías” representadas por las tierras cubiertas por la laguna de 
Fúquene a los generales Enrique París, Joaquín París y Francisco Urdaneta, 
a los coroneles Emigdio Briceño y Valerio Francisco Barriga, y a los ciuda-
danos Cipriano Alvarado y José Cruz Arenas. Y todo esto, con la condición 
de secarla. Incluso en 1934 se reportaron acciones del Gobierno Nacional 
para secar la laguna (Incora, 22: 3-7), todo lo cual efectivamente se logró 
en mayor medida al punto de que fue necesaria se fallara una acción popular 
para recuperar las aguas de la laguna tanto en caudal como en calidad, y el 
río Suárez que deriva de ella (Tribunal Administrativo de Boyacá, 2). 
En el cumplimiento de las órdenes impartidas por la sentencia de la acción 
popular, se le solicitó a la ant, la cual ahora cumple las funciones que antes 
8 Cuerpo lacustre ubicado entre los departamentos de Boyacá y Cundinamarca, límite 
de varios de sus municipios y uno de los de mayor importancia del centro del territorio 
nacional por ser nacimiento de ríos aprovechados en gran medida para la producción 
agrícola y ganadera (especialmente para la producción de leche). También destacado por 
ser fuente de acueductos para cascos urbanos tan importantes como Chiquinquirá, que 
toma sus aguas del río Suárez.
467Álvaro Hernando Cardona González
tenía el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora), que clarificara 
la propiedad de los predios actuales adyacentes a la línea de inundación o 
cota máxima de la laguna para saber si existían predios baldíos con el fin de 
impedir que se adjudicaran, y que sirvieran para aumentar el vaso o área 
inundable y con ello recuperar parte de las áreas que históricamente estu-
vieron inundadas.
Es decir, que en caso de pretender recuperar efectivamente cuerpos 
lacustres que han sido adjudicados otrora por el Estado, como ocurrió en 
el caso que venimos comentando, y donde una condición resolutoria de la 
adjudicación era que se secaran las áreas inundadas, contar con bienes bal-
díos adyacentes a esos cuerpos de aguas ayudaría mucho, pues evitaría que 
los particulares adquirieran predios para lograr el propósito encomendado.
coc lu s i o e s
En Colombia se saben formular muy bien políticas públicas pero poco se ha 
aprendido sobre cómo ejecutarlas adecuadamente. En materia rural, definir 
qué áreas tienen vocación y se pueden explotar racionalmente con activi-
dades agrícolas o pecuarias, excluyendo las de mayor vocación ambiental 
incluso si la tienen agrícola y pecuaria (como puede concluirse en el caso de 
la minería y los hidrocarburos), debe ser pilar fundamental de una política 
pública sectorial. De todo el territorio no urbano o de expansión urbana, 
es decir rural, deben excluirse las porciones o áreas que tengan especial 
vocación ecológica.
Aunque según el artículo 2.2.2.1.2.1 del Decreto Único Reglamentario 
176 de 21, la legislación colombiana solo incluye como áreas protegidas 
nacionales: a) Las del Sistema de Parques Nacionales Naturales; b) Las Re-
servas Forestales Protectoras; c) Los Parques Naturales Regionales; d) Los 
Distritos de Manejo Integrado; e) Los Distritos de Conservación de Suelos, 
y f) Las Áreas de Recreación, y excluye los páramos, estos sin duda deberían 
ser incluidos en las anteriores, y acceder a un mayor nivel de protección 
por la enorme incidencia que tienen en la producción y conservación de 
agua superficial aprovechable para la producción agropecuaria. Es decir, la 
política pública debe aceptar que los intereses agropecuarios y ambientales 
están íntimamente ligados. Y de ahí buscar las soluciones al conflicto social 
que surgirá cuando se excluya de los terrenos rurales ocupados dentro de 
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páramos, incluso con la aquiescencia del Estado, toda presencia y aprove-
chamiento económico humano.
En la misma línea argumentativa, dos cosas se deben resaltar de la Sen-
tencia C-3 de la Corte Constitucional que dio las primeras órdenes precisas 
para la protección de los páramos e impuso las prohibiciones de explota-
ción de los mismos: a) De manera contundente expresó allí: “En efecto, la 
Corte también pudo constatar que en la actualidad no existe un sistema de 
protección especial de dichos ecosistemas”, y b) Agregó: “… la evidencia 
empírica demuestra que los ecosistemas de páramo son especialmente vul-
nerables y difícilmente se logran recuperar…” porque, entre otras razones 
la capa vegetal del páramo es especialmente frágil (216). Insistimos: debe 
haber coherencia entre la importancia de dichos ecosistemas, de acuerdo 
con algunas prescripciones legales como la del artículo 1.º de la Ley 99 de 
1993, y declararlos áreas protegidas en el primer nivel de protección ina-
lienable para el Estado.
Para lo anterior, hay que actuar coherentemente y se deben inventariar y 
recuperar los baldíos en favor del agua que el sector rural nacional necesitará 
en el futuro. Aunque expertos como Andrés L. Parra Cristancho y Jaime 
Augusto Correa Medina (217: 191c), basados en la revisión que hacen de 
los procedimientos administrativos agrarios especiales que publica en su 
página de la web el incoder, aseguran que la legislación colombiana sobre 
tierras contempla eficaces herramientas que permiten regular los procesos 
de administración y disposición de los predios rurales de propiedad de la 
Nación y clarificar la propiedad de los predios rurales ocupados hace casi 
un siglo, esto realmente no ha ocurrido. Por tanto, parece inadmisible que 
entrado el siglo xxi aún no tengamos el catastro de los bienes inmuebles 
actualizado, y en particular el de baldíos que hacen parte importante del 
patrimonio nacional. O, como mejor lo describe el investigador Alfredo 
Molano Bravo,
El Estado no sabe a ciencia cierta cuánta tierra tiene, ni cuánta es de los pro-
pietarios –pequeños o grandes– y menos cuánta es de los poseedores. Total, 
el caos. Los papeles sobre las tierras –las llamadas escrituras– para serlo de 
verdad requieren el respaldo oficial del Estado, o sea de los notarios, que han 
sido tradicionalmente, hasta hace muy poco, fichas políticas.[…] Quizá sólo el 
3% de la tierra tiene títulos con firmas, sellos y resellos. El 7% está al aire. 
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De ahí la urgencia de actualizar el catastro, ponerlo al día, definir de quién es 
qué. No es una tarea fácil. Pero es difícil, no desde el punto de vista técnico, 
eso es lo de menos (216).
Finalmente, como una tercera línea de acción estatal, la política pública de 
recuperación de baldíos, especialmente los que se hallan en páramos, de-
ben ser valorados por su importancia para el patrimonio estatal, debido a 
su vocación hídrica con aporte fundamental al sector rural. Con un marco 
legal como el que someramente se describió en este escrito, con argumen-
tos tan irrebatibles del peso que tienen los páramos para la producción 
agropecuaria, y con necesidades apremiantes y crecientes de afianzar la 
seguridad alimentaria nacional, la distribución de tierras con destino a la 
producción debe obedecer también a una valoración costo-beneficio para 
el patrimonio público.
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